
Transparencia

Recomendaciones para 
minimizar la corrupción

Gestionar Los Conflictos De Interés:
Los gobiernos deben reducir los riesgos que suponen una 
influencia indebida en la elaboración de políticas públicas. Para 
ello, deben reforzar los controles sobre los intereses financieros y 
de otro tipo que puedan tener los funcionarios y cargos públicos. 
Los gobiernos también deben prestar atención a las ‘puertas 
giratorias’, establecer periodos de ‘enfriamiento’ para los antiguos 
funcionario, y garantizar que las normas se cumplan y que aplican 
las sanciones. 

Controlar la financiación política:
Para evitar los flujos excesivos de dinero y su influencia en la 
política, los gobiernos deben mejorar y hacer cumplir las 
regulaciones sobre la financiación electoral. Los partidos políticos 
también deben publicar sus fuentes de ingresos, bienes y 
préstamos, y los gobiernos deben otorgar más poder a los órganos 
de supervisión a través de mayores competencias y recursos 
adecuados.

Fortalecer la integridad electoral:
Para que la democracia sea efectiva contra la corrupción, los 
gobiernos deben garantizar unas elecciones libres y justas. 
Prevenir y sancionar la compra de votos y las campañas 
engañosas deben ser acciones prioritarias para recuperar la 
confianza en el gobierno y permitir que la ciudadanía utilice su 
voto para castigar a los políticos corruptos.

Regular las actividades de lobby:
Los gobiernos deben promover un acceso transparente y amplio a 
los procesos de toma de decisiones y consultar a una diversidad 
de grupos, más allá de los lobistas acaudalados y de unos pocos 
intereses privados. La información sobre las actividades de lobby o 
presión debe ser públicas y accesibles.

Acabar con el trato preferencial:
Los gobiernos deben crear mecanismos para garantizar que la 
prestación de servicios y la distribución de los recursos públicos no 
responden a conexiones personales o están sesgadas hacia 
determinados grupos de interés en detrimento del bienestar 
público.

Empoderar a la ciudadanía:
Los gobiernos deben proteger las libertades civiles y los derechos 
políticos, entre ellos la libertad de expresión, opinión y asociación. 
Los gobiernos deben comprometerse con la sociedad civil y 
ofrecer protección a la ciudadanía, los activistas, los informantes y 
los periodistas que hacen seguimiento y denuncian la corrupción.

Reforzar los sistemas de control:
Los gobiernos deben promover la separación de poderes, 
fortalecer la independencia del poder judicial y salvaguardar los 
sistemas de control.


